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Del mismo modo, al margen de las cuestiones judiciales, estos hechos tienen lugar en un escenario más amplio, 
que afecta a las condiciones de trabajo de este colectivo de empleo, fuertemente feminizado y con importante 
presencia de mujeres extranjeras.

La importancia estratégica para un sector productivo tan importante para Huelva, como es el de cultivo de la 
fresa y otros frutos, ha propiciado la ordenación de estos flujos de mano de obra a través de la organización de 
contingentes y métodos de contratación en origen, sobre todo en Marruecos y países del Este europeo.

A pesar de toda la experiencia avanzada, y de la aplicación de sistemas regulatorios de estas campañas, las 
condiciones de trabajo son difíciles y exigentes, propiciándose contextos en los que sus trabajadoras pueden 
convertirse en objetivo de situaciones de presión o de amenazas en muy diversos aspectos.

Una posición de inferioridad que mereció nuestra atención como Defensor del Pueblo Andaluz. Así solicitamos 
informes a las administraciones implicadas en este fenómeno para valorar el funcionamiento del sistema de 
contingentes, sus carencias y posibles mejoras.

En estos momentos nos encontramos a la espera de los datos solicitados, información necesaria para valorar la 
situación de este colectivo y determinar nuestra intervención (Queja 18/3717).

No podemos dejar de reseñar la especial vulnerabilidad en la que se encuentran algunos menores extranjeros que 
conviven con sus familias. En especial queremos señalar la situación de las familias de trabajadores temporeros 
de otros países que acuden a realizar los trabajos de recolección de algunos municipios andaluces.

Citamos como ejemplo la situación de riesgo en la que fueron localizados unos menores, integrantes de distintas 
familias inmigrantes de Rumanía, cuyos padres trabajaban como temporeros en faenas agrícolas y que habían 
ocupado -sin ningún titulo que los habilitara- viviendas de nueva construcción, algunas de las cuales no llegaron a 
ser vendidas en su totalidad por la empresa promotora. Las viviendas que ocuparon tenían sus puertas y ventanas 
tapiadas y carecían de los servicios básicos porque no disponían de las acometidas de agua y electricidad.

Dichas familias se encontraban en una situación socio-económica muy precaria y su fuente de ingresos provenía 
de trabajos agrícolas como temporeros. Durante el tiempo en que realizaban esa labor, los hijos que aún no tenían 
edad para trabajar se quedaban al cuidado de sus hermanos, pero en la mayoría de los casos sin disponer de persona 
adulta que los cuide y vele por ellos.

Para atender las necesidades de estas familias, los Servicios Sociales de dicha localidad centraron sus esfuerzos en 
realizar un censo real de todas estas personas y de este modo conocer de forma exacta la magnitud del problema.

A continuación, ganándose su confianza, les prestaron la ayuda posible en el margen de competencias municipales 
y conforme a los recursos disponibles. Aún así, se llegó a producir la intervención del Servicio de protección de 
menores de la Junta de Andalucía en algún caso significativo, permaneciendo en la misma situación el resto de 
familias con la ayuda que siguieron proporcionándoles los Servicios Sociales municipales (queja 17/3155).

1.10.2.4 Protección del derecho a la educación de personas inmigrantes
La Constitución Española y la Convención sobre Derechos de los Niños señalan que el derecho a la educación de 

los menores de edad deberá garantizarse a todos por igual.

En relación con los alumnos extranjeros, la Ley de Educación señala que todo lo relacionado con la escolarización, 
obtención de títulos y acceso al sistema general de becas y ayudas al estudio será aplicable al alumnado extranjero 
«en los términos establecidos en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los 
Extranjeros en España y su integración social».

La mencionada Ley orgánica, en su artículo 9, viene a establecer que los extranjeros menores de dieciséis años 
tienen el derecho y el deber a la educación, que incluye el acceso a una enseñanza básica, gratuita y obligatoria. 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-las-medidas-de-proteccion-para-la-integridad-de-derechos-de-las-temporeras
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Los extranjeros menores de dieciocho años también tienen derecho a la enseñanza postobligatoria. Este derecho 
incluye la obtención de la titulación académica correspondiente y el acceso al sistema público de becas y ayudas 
en las mismas condiciones que los españoles.

Por tanto, este precepto parece limitar el derecho de los menores extranjeros a la educación obligatoria, que 
incluye la educación primaria y la educación secundaria. Ciertamente a pesar de que se señala que todos los 
extranjeros menores de dieciocho años tienen derecho y deber a la educación en las mismas condiciones que los 
españoles, el propio artículo limita este derecho cuando continúa señalando que el derecho a la educación así 
reconocido comprende el acceso a «una enseñanza básica, gratuita y obligatoria», siendo que este tipo de educación 
corresponde, como señalamos, a los niveles educativos de primaria y secundaria.

Así, quedarían fuera de este reconocimiento la educación infantil y las enseñanzas postobligatorias, pues ambas 
tienen carácter voluntario.

Respecto de las enseñanzas postobligatorias la Ley orgánica de extranjería, en el mencionado precepto, también 
reconoce el derecho de los «extranjeros residentes mayores de dieciocho años» a acceder a las demás etapas 
educativas postobligatorias, a la obtención de las titulaciones correspondientes, y al sistema público de becas en 
las mismas condiciones que los españoles.

En relación con la educación infantil, que tiene carácter voluntario, por ejemplo, se señala que las administraciones 
públicas deben garantizar la existencia de un número de plazas suficientes para asegurar la escolarización de 
la población que lo solicite pero sólo se reconoce como derecho a los extranjeros residentes; según la Ley 
los poderes públicos serán los encargados de garantizar a todos la igualdad de oportunidades y promover que 
los extranjeros residentes puedan recibir una enseñanza adecuada para su mejor integración en la población 
española.

Con todo, el Reglamento de Extranjería (Real Decreto 557/2011, de 20 de abril) dispone que las administraciones 
educativas podrán facilitar el acceso de los extranjeros menores de edad empadronados en un municipio a los 
niveles de enseñanza postobligatoria no universitarios y a la obtención de la titulación académica correspondiente 
en igualdad de condiciones que los españoles de su edad.

Es evidente que la incorporación al sistema educativo de alumnado de procedencia extranjera genera 
necesidades educativas específicas. Para atender a las mismas, la Orden de 15 de enero de 2007, por la que 
se regulan las medidas y actuaciones a desarrollar para la atención del alumnado inmigrante y, especialmente, las 
aulas temporales de adaptación lingüística, establece la obligación de los centros docentes de desarrollar medidas 
y actuaciones que favorezcan su acceso, permanencia y promoción en el sistema educativo.

Estas medidas deberán quedar recogidas en el proyecto de centro, el cual contendrá los siguientes aspectos: la 
acogida del alumnado inmigrante, de manera que se facilite el proceso de escolarización e integración de este 
alumnado; el aprendizaje del español como lengua vehicular; y el mantenimiento de la cultura de origen del 
alumnado con el fin de promover el conocimiento y la valoración de las diferentes culturas.

Por lo que respecta al ejercicio del derecho a la educación de los menores extranjeros, y teniendo en cuenta 
la argumentación señalada con anterioridad, cabría deducir que el mayor número de reclamaciones en este 
ámbito se centrarían en las actuaciones desarrolladas por los diferentes colegios e institutos para atender las 
necesidades específicas que precisa el alumnado extranjero que se incorpora al sistema educativo andaluz; o 
también aquellas otras que tienen como propósito garantizar el mantenimiento en el mismo de este sector de 
la población.

Sin embargo la realidad es bien distinta, y lo cierto es que a lo largo de 2018 no hemos recibido ninguna queja 
que se refiera de forma expresa a disfunciones o irregularidades en la puesta en práctica o desarrollo 
de aquellas actuaciones que la normativa contempla para compensar las desigualdades educativas a 
las que se enfrenta el alumnado extranjero.
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Sentado lo anterior, hemos de señalar que las pretensiones de las quejas presentadas por las familias de 
estos niños y niñas no difieren particularmente de las reclamaciones presentadas por los ciudadanos 
de nacionalidad española.

Podemos afirmar, por tanto, que no existe ninguna peculiaridad en las reclamaciones sobre esta materia atendiendo 
a la condición de nacional de otro país de las familias o de los menores.

Problemas para acceder al centro educativo solicitado como prioritario por padres y madres; imposibilidad 
de reagrupar hermanos en el mismo centro docente; dificultades en el acceso al servicio complementario de 
comedor escolar por ausencia de plazas suficientes para atender la demanda; denuncias por malas condiciones 
de las infraestructuras de los colegios e institutos; o disconformidad con la atención educativa y asistencial 
proporcionada a los menores extranjeros afectados por algún tipo de discapacidad, son las reclamaciones que 
recibimos de este colectivo, las cuales, como señalamos, son comunes a las que presentan los ciudadanos de 
nacionalidad española.

1.10.2.5 Protección del derecho a la salud de las personas inmigrantes
En materia de derecho a la asistencia sanitaria en el Sistema Nacional de Salud, durante 2018 hemos tenido ocasión 

de asistir a la reforma normativa operada por el Real Decreto Ley 7/2018, de 27 de julio, sobre el acceso universal 
al Sistema Nacional de Salud, que parte del derecho a la protección de la salud como un derecho inherente a todo 
ser humano y del principio de acceso al Sistema Nacional de Salud en condiciones de equidad y de universalidad 
como derecho primordial de toda persona.

Esta norma considera que la garantía del ejercicio del derecho a la salud y la protección efectiva de la misma de 
la ciudadanía cobra aún mayor importancia cuando quienes se ven privados de una asistencia sanitaria normalizada 
son colectivos de una especial vulnerabilidad, amenazados por la exclusión social, como es el caso de la población 
extranjera no registrada ni autorizada a residir en España.

La norma declara, en definitiva, la universalidad de la asistencia sanitaria, es decir, reconduce el derecho a la 
protección de la salud y a la atención sanitaria en nuestro país a la vía de la universalidad, que se había acogido de 
manera constante en la normativa española hasta la entrada en vigor del Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril.

Con ello, garantiza el derecho a la protección de la salud y a la atención sanitaria y en las mismas condiciones, 
a todas las personas que tengan establecida su residencia en el territorio español, independientemente de su 
nacionalidad, incluyendo aquellas que en aplicación de los reglamentos comunitarios o convenios bilaterales 
tengan acceso a la misma en la forma que estas disposiciones lo indiquen.

La novedad normativa ha suscitado dudas para alguna persona extranjera, que debieron ser resueltas por 
nuestra parte.

En este sentido, aclaramos que el Real Decreto Ley 7/2018, de 27 de julio, aún está precisado de desarrollo 
reglamentario y que si bien es cierto que realiza un reconocimiento general del «derecho a la protección de la salud 
y a la atención sanitaria de todas las personas con nacionalidad española y las personas extranjeras que tengan 
establecida su residencia en el territorio español», a continuación señala que quienes tienen el derecho con arreglo 
a los reglamentos comunitarios de coordinación de los sistemas de Seguridad Social siguen gozando de dicho 
derecho en la medida que se establece en los mismos.

En relación con el colectivo de extranjeros con residencial legal se exige «no tener la obligación de acreditar la 
cobertura obligatoria de la prestación sanitaria por otra  vía», requisito exigido, tal y como hemos comentado con 
anterioridad, para la consecución de la residencia para las familias de ciudadanos comunitarios.  

A ello añadimos que, además, aunque el reconocimiento del derecho ha pasado del Instituto Nacional de la 
Seguridad Social (INSS) al Ministerio de Sanidad, parece que el primero conserva la competencia cuando el 
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